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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    el señor GUSTAVO ADOLFO GORDILLO LÓPEZ, contra el fallo de tutela proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción instaurada contra la SECRETARÍA DE LA EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA.  

2.- DEMANDA 

El actor, ejerciendo su derecho constitucional a la acción de tutela, puso de presente al a quo los siguientes hechos y pretensiones:

- Luego de realizar un análisis al desarrollo de las leyes que rigen la administración del servicio educativo y la responsabilidad en los costos patronales que ello genera, manifestó que con la descentralización del sector educativo se “departamentalizó” y posteriormente se “municipalizó” la administración de los funcionarios del sector educativo tanto de la planta central de la Secretaría de Educación, como de las instituciones educativas del Departamento.   

Pese a los cambios y modificaciones el Ministerio de Educación con cargo al Sistema General de Participaciones, ha continuado girando los recursos necesarios para sufragar los gastos de personal de la planta de cargos de la Secretaría de Educación Departamental, incluidos los emolumentos salariales que vienen siendo negados a él por el Departamento de Risaralda. 
-  A su modo de ver, en el año 2005 cuando se efectúa al interior de la Secretaría de Educación el proceso de homologación de cargos y nivelación del referente salarial del personal administrativo pagado con el Sistema General de Participaciones, se presentó un yerro interpretativo de normas, el cual desencadenó que a los funcionarios pagados por la Nación y administrados por el Departamento, que se vincularon a la entidad después del segundo semestre de 1996, se les suspendiera: (i) el reconocimiento de la bonificación por servicios prestados; (ii) la prima de servicios; (iii) el auxilio de alimentación; y (iv) la bonificación recreacional. Se modificó así su régimen salarial y prestacional, arrogándose una facultad que no le asiste ya que la competencia legal para modificar el régimen salarial de los servidores públicos es facultativa del legislador (se desconoció de ese modo la directiva Ministerial N° 21 de Noviembre de 2005). 
- En marzo de 2008, el Ministerio Educación Nacional estandarizó en todo el país un software liquidador de nómina de sus empleados, tal elemento tecnológico restituyó los derechos de prestación ausentes desde años anteriores. Esto generó vacilaciones dentro de la administración departamental, encausándola a elevar al Ministerio de Educación Nacional solicitudes de carácter jurídico que se resolvieron a su favor. 
- Mediante comunicación interna número 000402-4815, la Secretaría de Educación (e) ordenó nuevamente la suspensión de las prestaciones ya descritas. Posteriormente, el primero (1º) de julio de 2009, mediante memorando No. 000401-5087, la funcionaria de la Gobernación ordenó a la Directora Administrativa y Financiera del ente territorial departamental, la liquidación de primas de servicios y bonificaciones por servicios al personal que labora en los establecimientos educativos, pero excluyó de las mismas prestaciones a aproximadamente 21 funcionarios administrativos del sector de educación departamental, entre los que se encuentra él.
- Considera que la actuación de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda para no reconocer los emolumentos salariales y prestacionales a los que tiene derecho, es a todas luces carente de sustento jurídico y vulnera de manera flagrante su derecho fundamental a la igualdad, dado que no opera para otros funcionarios pertenecientes a la misma planta de personal y pagados con los mismos recursos.
Solicita por tanto se protejan sus derechos fundamentales a la igualdad, a la equidad, al debido proceso, y se orden el reconocimiento y pago de los salarios y prestaciones que le fueron suspendidos y a los cuales tiene derecho.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

El juzgado de instancia admitió la demanda de tutela y corrió traslado para que la Secretaría de Educación del Departamento contestara; la entidad hizo la siguiente intervención:

- Desde la vigencia de la Ley 60 de 1993, se asume directamente la prestación del servicio educativo por parte del Departamento de Risaralda, generando que los servidores públicos encargados de la docencia, la dirección de la misma y la administración de los establecimientos públicos educativos oficiales, sumados al personal de la oficina de escalafón docente, de fondos educativos regionales y de centros experimentales pilotos, pagados con recursos del Sistema General de Participaciones, pasaran a ser parte de la planta de personal del Departamento y dejaran de pertenecer al orden nacional y en consecuencia empezaran a regirse en materia salarial y de prestaciones por la normas especiales, conservando derechos adquiridos como empleados nacionales.

- El señor GORDILLO LÓPEZ no cumple los requisitos para obtener los beneficios salariales y de prestación que tienen los empleados del orden nacional. 

- Considera que la acción de tutela es improcedente por existir otra vía judicial y no estar el actor afectado en su mínimo vital. 

El Juez de primera instancia para negar las pretensiones de la demanda,  fundamentó su decisión en las siguientes consideraciones:

- Según lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la tutela no es procedente para resolver los asuntos objeto de debate, porque ella procede sólo cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

- Para que la acción de tutela desplace el mecanismo judicial ordinario de defensa es necesario que se trate de la protección de un derecho fundamental, que la amenaza pueda ser verificada por el juez, y que el derecho amenazado no pueda ser salvaguardado integralmente mediante el mecanismo ordinario existente.

- De conformidad con la jurisprudencia relacionada en el fallo, la petición del actor no puede ser debatida ante el juez constitucional, dado que esta tarea está asignada exclusivamente a la jurisdicción contencioso administrativa, porque de lo expuesto en la demanda no se vislumbra la existencia de una amenaza inminente que haga inaplazable la intervención en sede de tutela.

- El señor GORDILLO LÓPEZ se encuentra trabajando y recibiendo salario por ello, de tal suerte que no existe vulneración a su derecho al trabajo o al mínimo vital.

- Respecto a la vulneración al derecho a la igualdad, el despacho no cuenta con los elementos suficientes e idóneos para determinar si existe desigualdad en el pago de las acreencias laborales que son del resorte de un proceso judicial. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor GORDILLO LÓPEZ impugnó el fallo que negó el amparo de sus derechos fundamentales y en el recurso solicitó revocar la decisión sustentando que:

- El a quo se equivocó al enfocar el objeto de la acción hacía el conflicto netamente laboral y salarial, sin hacer un análisis profundo y minucioso de los hechos descritos y a los soportes allegados al trámite, porque con ellos se demostró la vulneración flagrante a sus derechos a la igualdad, a la equidad y al debido proceso.

- El juez desconoció totalmente los hechos y circunstancias que lo llevaron a impetrar la acción de tutela, y ello se sustenta en la falta de análisis de las pruebas aportadas.

- La Secretaría de Educación Departamental no cuenta con sustento jurisprudencial ni legal para disponer el trato desigual y discriminatorio que se le ha estado dando al negarle el reconocimiento de derechos laborales adquiridos en igualdad de condiciones, como sí ocurre con sus compañeros a los cuales se les continúa reconociendo.

- El juez se apartó de lo solicitado al no amparar su derecho al debido proceso, en cuanto la Secretaría de Educación sin mediar ningún acto administrativo ha dejado sin sustento el reconocimiento de un derecho adquirido previamente. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer el grado de acierto o desacierto de la determinación de primera instancia, por medio de la cual se negó el amparo de los derechos que se asegura le fueron conculcados al señor GORDILLO LÓPEZ por la entidad accionante.
5.2.- Solución a la controversia
Acorde con los argumentos expuestos, la Sala analizará en primer término lo relativo con el carácter excepcional de la acción de tutela y su procedencia para atacar actuaciones administrativas que hacen relación al reconocimiento de acreencias laborales; posteriormente, se precisará si en el caso concreto se dieron las supuestas transgresiones al derecho a la igualdad y al debido proceso, para finalmente arribar al grado de acierto en el contenido y parte resolutiva de la sentencia impugnada.

5.2.1.- Carácter excepcional de la acción de tutela 

Al ser la subsidiariedad uno de los requisitos de procedencia de la acción de tutela, en vista de que el debate que propone el actor tiene previsto un trámite judicial específico, es indispensable que tal y como lo hizo el juez de primer nivel antes de abordar la controversia, se establezcan las condiciones que jurisprudencialmente se han determinado para que por esta excepcional vía se pueda conocer de un asunto como el que se pone de presente.
De conformidad con lo anterior debe reiterarse que la acción de tutela, en principio, no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir o reemplazar los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular, en la sentencia T-313 de 2005 se indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.” (negrillas fuera de texto)

Ahora bien, por regla general la tutela para reclamar acreencias laborales es improcedente, excepto que durante o después del trámite se observe una irregularidad tal que haga imprescindible la intervención del juez constitucional a efectos de cesar la transgresión a los derechos fundamentales de la persona. 

El medio adecuado para controvertir actuaciones de tipo salarial de empleados públicos, es la justicia contencioso administrativa, a no ser que, como se advirtió, la tutela se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
.

En la sentencia T-762 de 2008, la H. Corte Constitucional al resolver una acción de tutela, reiteró: 

“Según lo ha precisado la Corte, por encontrarse comprometidos derechos litigiosos de naturaleza legal, la competencia prevalente para resolver este tipo de conflictos ha sido asignada por el ordenamiento jurídico a la justicia laboral o contenciosa administrativa según el caso, siendo entonces dichas autoridades las llamadas a garantizar el ejercicio de tales derechos, en caso de que se logre demostrar su amenaza o violación. Empero, la Corte ha reconocido que la regla que excluye la acción de tutela como mecanismo idóneo en la declaración de los derechos prestacionales tampoco es absoluta. De manera excepcional es posible que el  juez de tutela intervenga en  el reconocimiento de esta clase de derechos cuando se ejerce como mecanismo transitorio, caso en el cual es necesario demostrar la existencia de un perjuicio irremediable o que el medio judicial ordinario es ineficaz o no es lo suficientemente expedito para brindar una protección inmediata, circunstancias que deben ser valoradas por el juez constitucional en cada caso particular.” (negrillas fuera de texto)
5.2.2.- Análisis del caso concreto
Claro lo anterior, advierte esta Colegiatura que la razón principal por la cual el actor acudió ante el juez constitucional, es porque a su modo de ver la Secretaría de Educación Departamental transgredió sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y al trabajo, al suspender de un momento a otro y sin autorización legal el pago de unas acreencias laborales que le han sido reconocidas en años anteriores, situación que le parece injusta y vulneradora de derechos porque a otros de sus compañeros no les pasó lo mismo. 
Lo primero que debe decirse es que se comparte en su integridad la posición asumida por el juez a quo, en cuanto de manera general indicó que el caso del señor GORDILLO LÓPEZ no cumple con los requisitos generales para la procedencia de la acción y en tal sentido no es posible realizar el análisis de los hechos y pruebas allegadas a efectos de obtener el reconocimiento de los derechos fundamentales supuestamente trasgredidos, lo anterior porque: (i) el actor se encuentra laborando y debido a ello recibe un salario mensual, el cual le permite proveerse un mínimo de condiciones decorosas con las que logra vivir dignamente. De no ser así, lo habría puesto en conocimiento del juez de tutela; (ii) las sumas de dinero que la Secretaría de Educación se niega a reconocerle no tienen la capacidad de llevar su situación al extremo de no poder satisfacer sus necesidades básicas, o por lo menos eso no se argumentó en las diligencias; (iii) si el derecho a la igualdad consiste en reconocer las desigualdades, el hecho de que las suspensión del reconocimiento de las acreencias laborales que reclama el accionante únicamente se haya efectuado respecto de 21 personas, no significa per se que se trate de una distinción odiosa, porque debe establecerse cuáles fueron los motivos puntuales para que la decisión de la administración se hubiera adoptado de esa manera, situación que puede perfectamente ser ventilada ante la jurisdicción contenciosa administrativa sin que haya lugar a argumentarse que el tiempo que normalmente dura una acción como ésta, se convierta en un perjuicio irremediable para el actor; (iv) negar la acción de tutela por improcedente no es sinónimo de privación de derechos, se trata más bien del respeto por el principio del juez natural, quien es el llamado a dirimir el debate y reconocer la existencia o no de los mismos; y (v) el juicioso estudio adelantado por el señor GORDILLO LÓPEZ y las pruebas allegadas a esta acción, constituyen argumento fuerte para acudir ante el juez ordinario para que sea él quien luego de estudiar con tiempo las posiciones de las dos partes, otorgue o no razón a las pretensiones del impugnante.
Así las cosas, sin lugar a más consideraciones, la Sala está en el deber de acompañar lo decidido en la sentencia objeto de reproche.   
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta capital. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Sobre el particular ver entre otras la sentencias T-885 de 2008, T-892 de 2008 y T-1097 de 2008.
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